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	RESUMEN

	 

	El Código Orgánico General de Procesos (COGEP) en Ecuador tiene implícito el derecho procesal civil, instaurando un sistema que buscaba agilizar sustancialmente los procedimientos judiciales, y sobre todo el funcionamiento de la administración de justicia. El objetivo de este estudio fue analizar jurídicamente la procedencia de archivo de la demanda por la disposición del juez de aclarar y/o completar en los términos previstos en el COGEP. La modalidad del estudio fue mixta. En este sentido se ha logrado un alcance exploratorio y descriptivo, los métodos utilizados han sido el deductivo y el analítico – sintético, teniendo una investigación de carácter documental, de campo, aplicando técnicas empíricas como la encuesta, entrevista. Los resultados mostraron un estudio doctrinal y normativo de la demanda y su calificación, a fin de resolver el problema planteado, bajo un análisis descriptivo y crítico. Concluye que deben estipularse normas claras donde se contemple el proceder en estos casos.
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	ABSTRACT

	 

	The General Organic Code of Procedures (COGEP) in Ecuador has implicit civil procedural law, establishing a system that sought to substantially streamline judicial procedures, and above all the functioning of the administration of justice. The objective of this study was to legally analyze the provenance of filing the lawsuit due to the judge's disposition to clarify and/or complete in the terms provided in the COGEP. The modality of the study was mixed. In this sense, an exploratory and descriptive scope has been achieved, the methods used have been deductive and analytical - synthetic, having a documentary, field research, applying empirical techniques such as the survey, interview. The results showed a doctrinal and normative study of the lawsuit and its qualification, in order to solve the problem raised, under a descriptive and critical analysis. It concludes that clear rules must be stipulated where the procedure in these cases is contemplated.
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	RESUMO

	 

	O Código Orgânico Geral de Procedimentos (COGEP) no Equador tem implícito o direito processual civil, estabelecendo um sistema que procurou agilizar substancialmente os procedimentos judiciais e, sobretudo, o funcionamento da administração da justiça. O objetivo deste estudo foi analisar juridicamente a procedência da propositura da ação em virtude da disponibilidade do juiz para esclarecer e/ou completar nos termos previstos na COGEP. A modalidade do estudo foi mista. Neste sentido, alcançou-se um âmbito exploratório e descritivo, os métodos utilizados foram dedutivos e analítico-sintéticos, possuindo pesquisa documental, de campo, aplicando técnicas empíricas como o inquérito, entrevista. Os resultados evidenciaram um estudo doutrinal e normativo da ação judicial e da sua qualificação, de forma a resolver o problema levantado, sob uma análise descritiva e crítica. Conclui que devem ser estipuladas regras claras onde o procedimento nestes casos é contemplado.

	 

	Palavras-chave: Arquivo; Código Orgânico Geral de Processos; Processos; Exigência; Inadmissibilidade

	 

	INTRODUCCIÓN

	 

	Es de vital importancia mencionar que el 22 de mayo de 2015 entró en vigor en el Ecuador, el Código Orgánico General de Procesos (COGEP) y reemplazó al Código de Procedimiento Civil, instaurando un sistema que buscaba agilizar sustancialmente los procedimientos judiciales, y sobre todo el funcionamiento de la administración de justicia. La principal característica de esta norma es la oralidad en todas las materias de la actividad procesal, excepto la constitucional, electoral y penal, eliminándose así el viejo sistema judicial francés basado en la palabra escrita.

	 

	La escritura imperó durante varios siglos en la administración de justicia ecuatoriana, desde su fundación como república. Frente a este sistema escrito, la oralidad ha surgido como una herramienta importante en el despacho de causas en las unidades judiciales del Ecuador, a partir de la vigencia del COGEP como afirma (Ramírez-Bejerano, 2010). 

	 

	Dice (Ortiz, 2015) que el COGEP desarrolla disposiciones constitucionales sobre la aplicación del sistema oral al proceso judicial. A partir de su entrada en vigor, los procesos que se han visto en las películas americanas sobre los juicios son una realidad en el Ecuador, con la diferencia de que en nuestro sistema no existen los jurados. Sin embargo, todavía deberá constar por escrito la demanda, la contestación, las pruebas e incluso la sentencia que, aunque será dictada oralmente en la misma audiencia, deberá también ser notificada por escrito a las partes con la motivación respectiva.

	 

	En este orden de ideas, en el Ecuador se encuentran dispuestos en el Código Orgánico General de Procesos, sin embargo, no se encuentran definidos, únicamente existes reglas adjetivas y de procedencia de cada uno de ellos, estos son la demanda, la contestación a la demanda, la reconvención y la contestación a la reconvención.

	 

	La demanda es el acto procesal de parte, definida como el instrumento que permite hacer efectivo el ejercicio del derecho constitucional de acción, mediante una pretensión concreta que debe estar sustentada en criterios fácticos y jurídicos que deben estar contenidos en la misma. Siendo así, la demanda es propuesta por la parte actora y genera el inicio del proceso judicial y con aquel, algunos efectos jurídicos por así reconocérselo en la norma procesal en relación a dicho acto procesal. Por lo tanto, la demanda se configura como una manifestación de voluntad expresada de manera formal mediante la redacción de un escrito que debe dirigirse y presentarse ante el órgano jurisdiccional competente con la finalidad que se resuelva la pretensión conforme a derechos, siguiéndose previamente el procedimiento aplicable y garantizando el derecho a la defensa del demandado.  

	 

	Como se desarrolla en el presente trabajo, la naturaleza y objeto de la demanda, como instituto jurídico del Derecho Procesal, no ha estado ausente de la discusión jurídico-doctrinal. Es nombrada incluso de diferentes maneras: “acto de iniciación”, “acto de alegación”, “acto de iniciación”, “acto de postulación” e incluso “acto de alegación”. Sin perjuicio de su denominación, existen requisitos que son propios de la demanda y que han sido aportados doctrinalmente y regulados normativamente en las normas adjetivas, los cuales justifican su existencia en la necesidad de que en cada proceso se cumplan las garantías básicas del debido proceso y como parte de éste, el derecho de defensa. 

	 

	Es necesario abordar en este punto de la investigación a la demanda como el acto de proposición que da inicio a un proceso judicial. Pues bien, el Diccionario de la Real Academia Española (2018), se encuentra que la etimología de la palabra demanda que significa “súplica, petición, solicitud” (p. 479). En el derecho procesal justamente la demanda es el instrumento jurídico mediante el cual una o varias personas ejercen su derecho de acción, formulando una pretensión ante el órgano jurisdiccional competente para que éste resuelva, previa tramitación del procedimiento respectivo, a través de una sentencia. 

	 

	Por su parte, Montilla (2018) considera que “la demanda contiene la invocación de la pretensión activa de un proceso, ella determina la jurisdicción, la competencia y el trámite” (p. 99). Esta definición tiene relación con lo expuesto en el párrafo anterior, puesto que, la demanda se traduce como el acto procesal introductorio o de inicio del proceso, por medio de la cual se ejerce el derecho de acción a través de la formulación de pretensiones, que serán resueltas mediante una resolución judicial, previo a la sustanciación del proceso que permita el ejercicio de los derechos de las partes procesales. Como agrega el mismo autor la demanda “es, en lo fundamental, un acto de postulación” (Montilla, 2018, p. 99). 

	 

	Así, se considera a la demanda como el instrumento que materializa el derecho de acción. Ticona (2020) respecto a la demanda analiza que ésta “es la primera petición en que el actor formula sus pretensiones, solicitando del juez la declaración, el reconocimiento o la protección de un derecho” (p.138). Siguiendo este criterio, Silva (2017) define a la demanda como “el vehículo por medio del cual se materializa físicamente el requerimiento de justicia” (p. 171) y agrega que a través de este instrumento el juez o tribunal conocerá “el contenido fáctico y jurídico que se constituirá el soporte material de la alegación que se hace” (Silva, 2017. p. 171). Por ello, es claro que la demanda tiene un carácter, que debe ser presentada por escrito. 

	 

	Finalmente, a nivel jurídico, resulta una extralimitación de la o el juzgador al exigir requisitos que no se encuentran previstos en el artículo 142 numeral 7, vulnerando principios constitucionales como el de celeridad, economía procesal y sobre todo el de legalidad, puesto que no existe norma donde exprese la obligatoriedad de demostrar documentadamente que no se ha tenido acceso a una prueba o que se debe mencionar como se producirá la prueba en juicio, además siendo esta última una prohibición al juzgador, ya que no puede pronunciarse sobre el anuncio de medios de prueba.

	 

	El estudio se centra en analizar jurídicamente la procedencia de archivo de la demanda por la disposición del juez de aclarar y/o completar en los términos previstos en el COGEP. Este estudio pretende contribuir a una aplicación más rigurosa y coherente de la norma judicial del Archivo de la demanda y su efecto jurídico en el Código Orgánico General de Procesos.

	 

	MÉTODO

	 

	La modalidad de la presente investigación fue mixta, al analizarse jurídicamente la procedencia de archivo de la demanda por la disposición del juez de aclarar y/o completar en los términos previstos en el COGEP, a través de la normativa adjetiva dispuesta para tal efecto y al cuantificarse resultados estadísticos de la técnica de estudio de casos, encuestas y entrevistas. La modalidad mixta, como sostiene (Pereira, 2011), permite comprender un fenómeno de estudio a partir del análisis de los criterios de los sujetos involucrados y de la situación problemática como tal, situación que se ha aplicado en el presente estudio.

	 

	En este sentido, se ha logrado tener un alcance exploratorio y descriptivo, mismos que han sido desarrollados por (Gómez et al, 2017), quienes mencionan que a nivel exploratorio se logran investigar temáticas poco estudiadas con anterioridad y a nivel descriptivo se explica la problemática objeto de estudio. Los métodos utilizados han sido el deductivo y el analítico – sintético. A nivel deductivo, se han obtenido conclusiones producto del análisis general de la problemática y de los casos generales a particulares y a través del método analítico – sintético, se ha descompuesto toda la información recolectada en ideas principales y de contenido específico.

	 

	Se ha descrito en este sentido los elementos normativos de la procedencia de archivo de la demanda por la disposición del juez de aclarar y/o completar en los términos previstos en el COGEP, a partir de las fuentes del derecho (Constitución del Ecuador, Tratados y Convenios Internacionales, y normativa infra constitucional) (Ecuador. Asamblea Nacional Constituyente, 2008). 

	A través de la investigación de campo se ha acudido al Consejo de la Judicatura a aplicar las técnicas empíricas como la encuesta, entrevista y estudio de casos, y finalmente con la investigación experimental se estudiaron los casos prácticos a través de la casuística.

	 

	RESULTADOS Y DISCUSIÓN

	 

	El texto original del Código Orgánico General de Procesos aprobado el 12 de mayo de 2015, facultaba a los jueces disponer el archivo si una demanda no reunía los requisitos legales, previo disponerle al actor cumpla con hacerlo, lo cual, hasta allí guarda relación con los fundamentos doctrinales del Derecho Procesal, como se ha descrito en líneas anteriores. Sin embargo, si el accionante presentaba un escrito en cumplimiento de la disposición de aclaración y/o de completar la demanda, y para el juez aun así no se cumplía los requisitos, se podía ordenar el archivo de la demanda, sin opción a presentar el recurso de apelación en virtud de lo que disponían los reformados artículos 146 y 256 que en sus textos originales prescribían lo siguiente:

	 

	Art. 146.- Calificación de la demanda. Presentada la demanda, la o el juzgador, en el término máximo de cinco días, examinará si cumple los requisitos legales generales y especiales que sean aplicables al caso. Si los cumple, calificará, tramitará y dispondrá la práctica de las diligencias solicitadas. Si la demanda no cumple con los requisitos previstos en este Código, la o el juzgador dispondrá que la o el actor la complete o aclare en el término de tres días, si no lo hace, ordenará el archivo y la devolución de los documentos adjuntados a ella, sin necesidad de dejar copias.

	 

	Art. 256.- Procedencia. El recurso de apelación procede contra las sentencias y los autos interlocutorios dictados dentro de primera instancia, así como contra las providencias con respecto a las cuales la ley conceda expresamente este recurso. Se interpondrá de manera oral en la respectiva audiencia. (COGEP, 2015, Art. 146). Dicha actuación indebida la adoptaron muchos servidores judiciales. ¿Qué los motivó en aquel entonces antes de la reforma del COGEP? En palabras de Hernández (2019) “A primera vista pasa por la aciaga intención de no conceder el recurso de apelación” (p. 1). Efectivamente, en las providencias que se dispusieron el archivo de muchas demandas, no se evidenció el ejercicio de la motivación y, además, a pesar de que en ese momento no se había presentado apelación, en su contenido se expresaba que la apelación solo procede en contra del auto de inadmisión (Art. 147 COGEP) y no del auto de archivo (Art. 146 segundo inciso COGEP). 

	 

	Este problema, no solo se generó por la redacción del Artículo 146 que se analiza, sino también del Artículo 256 del COGEP, puesto que, con la redacción original, tanto los jueces como las partes procesales entendieron que existía un sistema completamente cerrado de recursos verticales, bajo el cual únicamente cabría la interposición del recurso de apelación en los casos previstos por la propia Ley. Por ello, precisamente se reformó quedando así:

	 

	Procedencia: El recurso de apelación procede contra las sentencias y los autos interlocutorios dictados dentro de la primera instancia, así como contra las providencias con respecto a las cuales la ley conceda expresamente este recurso. Podrá interponerse de manera oral en la respectiva audiencia. (COGEP, 2019, Art. 256). Si bien en muchos casos, el efecto del archivo mal aplicado por los jueces, hasta antes de la reforma del Art. 146 del 2019, únicamente generó afectación a la economía procesal porque tuvieron que volver a presentar sus demandas, en otros casos si se afectó de forma engorrosa la tutela judicial efectiva considerando los términos y plazos de la caducidad o prescripción de las acciones. Sobre lo anterior, Hernández (2019) analiza que: el auto de inadmisión cuando fue dictado por los Tribunales Contencioso Administrativo y Contencioso Tributario, si tomamos en cuenta que en estos casos no existe tribunal de apelación que pueda revisar su actuación siendo posible únicamente interponer recurso extraordinario de casación (con la complejidad, rigidez y demora que esto implica) y considerando los términos de caducidad de la acción, sin duda se generó una arbitrariedad.

	 

	Precisamente, por el uso indebido de esa facultad por parte de los jueces de primera instancia, se reformaron dichas disposiciones a través de la Ley Reformatoria al COGEP N° 0, publicada en Registro Oficial Suplemento 517 de 26 de junio del 2019, estableciéndose la posibilidad de apelar los autos de archivo por no completar/aclarar el acto inicial, por un lado, y, la prohibición de archivar la demanda si el demandante cumplió lo ordenado, por otro. Sin perjuicio de la reforma, en los primeros años de vigencia del COGEP, muchas demandas fueron archivadas de manera ilegítima, a pesar de que la parte actora la había completado o aclarado, quienes se quedaron sin opción jurídica apelar dicha decisión, lo que afectó su derecho a recurrir y en los casos en los que caducó o prescribió la acción, además se vulneró el derecho a la tutela judicial efectiva. Demera (2021) sostiene que el problema ocasionado al texto original del Art. 146 del COGEP no se reduce a lo expuesto, sino que además analiza que:

	 

	Las exigencias formales y detalles que deben reunir las demandas actualmente, desde la vigencia del COGEP, también hacen muy costoso para la gente de menos capacidad económica el poder reclamar justicia. En el sistema anterior, podían ser más simples. Antes del COGEP, muchos profesores nos insistían siempre en que las demandas no tenían que ser ampulosas. Se presentaban y, frecuentemente, se abrían posibilidades de transacción, reduciendo tiempo y costos. Para una persona de poca capacidad económica era más fácil contratar un abogado que trabaje contra resultados, porque el profesional no requería dedicar tanto tiempo a reunir pruebas y a redactar un texto de demanda que, actualmente, es necesariamente de gran extensión y complejidad y debe ir acompañado de mucha documentación costosa. (p. 1)

	 

	Si bien se reformó esta barbaridad jurídica, tampoco la redacción actual termina de resolver los problemas jurídicos que se generan en el marco de esta institución jurídica de la demanda y su calificación, lo que precisamente justificó el objeto del presente estudio. Es necesario en este punto citar como está tipificado el Art. 146 luego de la reforma señalada:

	 

	Calificación de la demanda. Presentada la demanda, la o el juzgador, en el término máximo de cinco días, examinará si cumple los requisitos legales generales y especiales que sean aplicables al caso. Si los cumple, calificará, tramitará y dispondrá la práctica de las diligencias solicitadas.

	 

	Si la demanda no cumple con los requisitos formales previstos en este Código, la o el juzgador dispondrá que la o el actor la complete o aclare en el término de cinco días, determinando explícitamente el o los defectos. Si no lo hace, ordenará el archivo y la devolución de los documentos adjuntados a ella, sin necesidad de dejar copias. Esta providencia será apelable.

	 

	La apelación no surtirá efecto cuando la motivación de la providencia se presentó fuera del término legal. Si las o los juzgadores al resolver el recurso de apelación determinan que la demanda fue inadmitida en primera instancia sin motivación alguna, se dispondrá que este hecho sea conocido por el Consejo de la Judicatura con la finalidad de que sea tenido en la evaluación de desempeño respectiva.

	 

	Al momento de calificar la demanda la o el juzgador no podrá pronunciarse sobre el anuncio de los medios probatorios. No se ordenará el archivo de la demanda si el actor aclaró o completó en el término legal previsto en este artículo… (COGEP, 2019, Art. 146). 

	 

	Para resolver el problema planteado con la redacción actual del Artículo transcrito se hará una descripción y análisis de cada uno de sus incisos. Pues bien, como se desarrolló en los puntos anteriores, a través de los actos de proposición, tanto el actor como el demandado, tienen el derecho a formular sus argumentos fácticos y jurídicos ante la autoridad judicial competente, principalmente, que motivan sus pretensiones, sus oposiciones y el anuncio de sus medios de prueba que tienen como propósito justificar tales hechos. Estos actos, según la norma procesal ecuatoriana son: la demanda y su contestación, la reconvención y su contestación. A continuación, se examinará la figura de la calificación que se realiza a la demanda de conformidad con el Art. 146 del COGEP en análisis. 

	 

	La calificación a la demanda es un acto procesal del juez mediante el cual realiza lo siguiente: avoca conocimiento de la causa; admite a trámite en caso de ser clara y completa; ordena la citación al demandado; y, dispone las demás diligencias que se hayan solicitado en el acto de proposición.

	 

	Así lo contempla el Art. 146 del Código Orgánico General de Procesos en su primer inciso. Siendo que, cuando el juez avoca conocimiento, es decir, acepta a trámite la demanda al calificarla, genera: a) Que la competencia inicial del juez no se altere por hechos supervinientes (perpetuatio jurisdictionis) y; b) Que las partes conserven su legitimación, aunque existan hechos supervinientes, de conformidad al Art. 149 COGEP.

	Como se lo estudió en los puntos anteriores, para que una demanda sea catalogada como clara y completa debe ser inteligible (clara) y bajo ningún motivo debe permitir más de una interpretación al juez, quien deberá sustanciar el proceso y emitir una resolución conforme a derecho. Los requisitos de la demanda se encuentran establecidos en el Art. 142 del COGEP y son los siguientes:

	 

	Contenido de la demanda. La demanda se presentará por escrito y contendrá: la designación de la o del juzgador ante quien se la propone; los nombres y apellidos completos, número de cédula de identidad o ciudadanía, pasaporte, estado civil, edad, profesión u ocupación, dirección domiciliaria y electrónica de la o del actor, casillero judicial o electrónico de su defensora o defensor público o privado. Cuando se actúa en calidad de procuradora o procurador o representante legal se hará constar también los datos de la o del representado; el número del Registro Único de Contribuyentes en los casos que así se requiera, los nombres completos y la designación del lugar en que debe citarse a la o al demandado, además de dirección electrónica, si se conoce. 

	 

	Por otro lado, se incluyen: la narración de los hechos detallados y pormenorizados que sirven de fundamento a las pretensiones, debidamente clasificados y numerados; los fundamentos de derecho que justifican el ejercicio de la acción, expuestos con claridad y precisión; el anuncio de los medios de prueba que se ofrece para acreditar los hechos. Se acompañarán la nómina de testigos con indicación de los hechos sobre los cuales declararán y la especificación de los objetos sobre los que versarán las diligencias, tales como la inspección judicial, la exhibición, los informes de peritos y otras similares. Si no tiene acceso a las pruebas documentales o periciales, se describirá su contenido, con indicaciones precisas sobre el lugar en que se encuentran y la solicitud de medidas pertinentes para su práctica; la solicitud de acceso judicial a la prueba debidamente fundamentada, si es del caso; la pretensión clara y precisa que se exige; la cuantía del proceso cuando sea necesaria para determinar el procedimiento; la especificación del procedimiento en que debe sustanciarse la causa; y las firmas de la o del actor o de su procuradora o procurador y de la o del defensor salvo los casos exceptuados por la ley. En caso de que la o el actor no sepa o no pueda firmar, se insertará su huella digital, para lo cual comparecerá ante la o el funcionario judicial correspondiente, quien sentará la respectiva razón.

	Sin embargo, es necesario indicar que esta disposición de archivo del juez debe ser dictada solamente si, en efecto, el actor no ha completado o aclarado su demanda dentro del término de 5 días. En el caso que una demanda no contenga los nombres completos del demandado o del propio actor o no se ha indicado el lugar donde debe ser citado el accionado, es claro que debe completarse.

	 

	Resultados de la Encuesta

	 

	De acuerdo a la técnica de la encuesta, se aplicó a una muestra probabilística de 38 abogados quienes ejercen su profesión en el Ecuador; y que, a través de sus experiencias en el patrocinio de causas, respondieron lo siguiente:

	 

	En cuanto al archivo de la demanda y su efecto jurídico, consiste la potestad de los jueces contenida en el artículo 146 del Código Orgánico General de Procesos, a lo que se refiere a un acto de carácter procesal en la que el juez califique la demanda y sus requisitos, y el actor debe anunciar todos los medios de prueba que pretende practicar, documental, pericial y testimonial. (Ecuador. Asamblea Nacional, 2015).

	 

	Otro elemento relevante con la aplicación del cuestionario fue los manifestado por los especialistas de que existan juzgadores que envíen a completar o aclarar demandas exigiendo que la parte actora se pronuncie sobre como practicará su prueba conforme el artículo 142 numeral 7 del Código Orgánico General de Procesos, a lo que respondió que los abogados no deben asumirlo como una molestia, sino como una ayuda en su libre ejercicio, ya que se revisa la prueba que ha sido adjuntada a la demanda y si se percata que hay algo que se debe aclarar lo mejor es aclararlo desde el principio para evitar dilación en lo posterior. (Ecuador. Asamblea Nacional, 2015)

	 

	Discusión

	 

	Respecto a lo estipulado en el COGEP, en el inciso 4 del Art. 146 citado se establece “una delimitación respecto al auxilio judicial en la que se indica que los juzgadores no deben anunciarse sobre los medios de prueba” (Calderón y Paz, 2021, p. 105). Coincidiendo con el autor citado, lo adecuado hubiera sido establecer que los jueces de primera instancia, competentes para calificar la demanda, no pudiese emitir un criterio valorativo y haber contemplado como excepción a la solicitud del auxilio judicial, como el único medio probatorio del cual podía hacer una valoración en dicho momento procesal.  Y a pesar de la reforma y posterior a esta, hay casos en los que simplemente el juez de primera instancia ordena completar/aclarar la demanda indicando el número de la foja en donde se encuentra cada prueba documental, a pesar de que esto no está regulado, so pena de declarar el archivo. 

	 

	De acuerdo con Castañeda (2016), con la vigencia del Código Orgánico General de Procesos, las responsabilidades del juez se tornan más importantes, desde el momento en que se presenta la demanda y se califica la misma, iniciándose el proceso como tal. Para Echeandía (1987), las normas positivas de derecho material resultan ineficaces si no es posible su adecuada actuación en los casos particulares, mediante un proceso; y esto no se logra sino cuando se impone de esos dos medios indispensables: el órgano calificado para hacerlo, y las normas procesales adecuadas para su intervención.

	 

	En este sentido, con el estudio de campo realizado, se ha determinado como el juez se extralimita de sus funciones genéricas cuando ordena que la parte actora complete su demanda, exigiendo que se pronuncie en la forma en que se va a practicar su prueba. De acuerdo con una investigación por Izurieta, (2017) la actividad probatoria con la vigencia del COGEP está orientada desde los hechos y circunstancias relevantes a la controversia hasta el convencimiento de estos hechos y circunstancias por parte de la jueza o juez, luego de su valoración decisional, siendo necesario mencionar que existen momentos oportunos para admitir, valorar y practicar la prueba.

	 

	Como se denota desde el archivo de la misma demanda, se presentan situaciones que vulneran el derecho a la tutela judicial efectiva, pues algunos jueces declaran inadmisibles las demandas, faltando conforme a las normas existentes y a los principios generales de derecho; a pesar de que el COGEP como legislación procesal no expresa que aquello sea un requisito formal de la demanda a la lectura del Art. 142 de la norma en mención. 

	 

	La redacción del Art. 146 del COGEP, cuyo texto reformado y vigente a la presente fecha, si bien trató de poner un freno a la inseguridad jurídica que se estaba generando por la actuación indebida de ciertos órganos jurisdiccionales, es evidente que el contexto actual genera una grave falta de certeza jurídica para los jueces que tienen la facultad de declarar el archivo de la demanda por no cumplir los requisitos legales. Es por ello, que la situación requiere ser jurídicamente definida en la norma procesal, para garantizar los derechos del actor que en legítimo ejercicio de su derecho de acción presenta una demanda y, por otro lado, las competencias de los jueces.

	 

	CONCLUSIONES 

	 

	La reforma planteada al Art. 146 del COGEP, vigente a la presente fecha, a fin de que el juzgador determine con claridad los defectos en los que ha incurrido el accionante en su demanda al disponerle que la aclare y/o complete, por un lado, y, por otro, al disponerse que cabe el recurso de apelación en contra del auto que ordene el archivo de la demanda, hace efectivo normativamente el acceso a la justicia garantizado en el marco del derecho a la tutela judicial efectiva reconocida constitucionalmente en el Artículo 75, y el derecho fundamental a ser juzgado por un juez imparcial, reconocido en el marco jurídico internacional y en la norma constitucional como una de las garantías del debido proceso (artículo 76 número 7 literales c y k). 

	 

	Sin perjuicio de lo anterior, la parte final del inciso cuarto del mismo artículo, que se analizó a lo largo de este punto, y en el que se dispone que el juez no podrá ordenar el archivo de la demanda cuando se haya dado cumplimiento a la orden judicial de que se la complete o aclare dentro del término legal, afecta la seguridad jurídica y genera obscuridad que podría devenir en la afectación del derecho de la tutela judicial efectiva de las partes procesales. 

	 

	Los jueces deben resolver de manera motivada, explicando razonadamente porque se dispone el archivo en todos los casos, más aún, cuando el actor incorpora el escrito aclarando y/o completando su demanda, indicando las causas por las cuales el accionante no da cumplimiento con su deber de cumplir con los requisitos formales de la demanda regulados en el Art. 142 del COGEP. El Art. 146 reformado, al menos permite, que se pueda apelar, no dejando en total indefensión al accionante, como se ocasionó en algunos casos antes de la reforma incluso afectándose la tutela judicial efectiva por no tener la opción el actor de volver a presentar la demanda.
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